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CUARTA UNIDAD
El SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS

El Servicio  de Impuestos Internos como  organismo de la Administración  Pública.


El artículo 1º, inciso II, de la Ley.  18.575,  Bases Generales de la Administración  del Estado dispone que “La Administración del Estado estará constituida por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos la Contraloría General de la República, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades y las empresas públicas creadas por ley.”

El artículo  25º del mismo  cuerpo legal define a “Los servicios públicos (como los) órganos administrativos encargados de satisfacer necesidades colectivas, de manera regular y continua. Estarán sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República a través de los respectivos Ministerios, cuyas políticas, planes y programas les corresponderá aplicar, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 19 inciso tercero, y 27.”

Clasificación  de los Servicios Públicos:

Estos servicios públicos son  clasificados, a su vez,  en el artículo  26º  del mismo  cuerpo legal como “centralizados o descentralizados. Los servicios centralizados actuarán bajo la personalidad jurídica y con los bienes y recursos del Fisco y estarán sometidos a la dependencia del Presidente de la República, a través del Ministerio correspondiente. Los servicios descentralizados actuarán con la personalidad jurídica y el patrimonio propios que la ley les asigne y estarán sometidos a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio respectivo. La descentralización podrá ser funcional o territorial.”

Al  respecto,  el artículo  2º del DL Nº 3551, de 2 de enero  de 1981,  que Fija Normas sobre remuneraciones y  sobre personal para el sector público,  dispone que “La Fiscalía Nacional Económica,  el Servicio  Nacional de Aduanas, la Dirección  del Trabajo y  la Superintendencia de Seguridad Social, serán instituciones autónomas,  con  personalidad jurídica, de duración indefinida, y  se relacionarán con el Ejecutivo   a través de los Ministerios  de los cuales dependen y  se relacionan en la actividad.  Estas Instituciones serán denominadas para todos los efectos legales, como  “Instituciones Fiscalizadoras” y  el  domicilio  de ellas será la ciudad de Santiago.”

El artículo 3º siguiente dispone que “El Jefe superior de cada una de las Instituciones fiscalizadoras,  será de la exclusiva confianza del  Presidente de la República y  se mantendrá en su  empleo  mientras cuente con  ella. Dichos Jefes Superiores  gozarán de la más amplia libertad para el nombramiento, promoción  y remoción del personal de la respectiva institución,  con  entera independencia de toda otra autoridad.  Para estos efectos, todo el personal  que de ellos depende es de su exclusiva confianza”. 

Tales normas son  aplicables al  Servicio  de Impuestos Internos, de conformidad a lo  prevenido  en el artículo  19º, del mismo  Decreto Ley, modificado por el DL Nº 3628,  de 25  de febrero de 1981,  el cual señala que “A la superintendencia de  Bancos e Instituciones Financieras, al Servicio de Impuestos Internos y  a la Superintendencia de Valores y Seguros,  no obstante seguir afectos a las normas legales  por las que se rigen en la actualidad,  les serán aplicables las disposiciones que establece este decreto ley respecto del sistema de fijación  de  plantas y remuneraciones  del personal, contenidos  en los artículos 5º,  6º, 7º, 8º, 9º,  10º y  11º.  Será aplicable  a estas entidades,  además, lo  dispuesto  en los artículos 2º y 3º  de este cuerpo legal.”

Conforme a lo  antes transcrito, el Servicio  debiera caracterizarse como un órgano de la administración  descentralizada.

Los preceptos anteriores deben complementarse con  lo  dispuesto en el Artículo 1º del DFL Nº 7,  de 15  de octubre de 1980,  que fija el texto  de la Ley Orgánica del  Servicio  de Impuestos Internos,  en cuanto dispone que “Corresponde al Servicio  de Impuestos Internos la aplicación y  fiscalización de todos los impuestos internos actualmente establecidos o  que se establecieren,  fiscales o  de otro carácter en que tenga interés el Fisco y  cuyo  control no  esté especialmente  encomendado por la ley  a una autoridad diferente”,  norma que establece la función  esencial de este Servicio  Público: la aplicación  y  fiscalización de todos los impuestos internos.

Seguidamente, el  artículo  2º siguiente dispone que “ Este Servicio  depende del  Ministerio de Hacienda y  está constituido  por la Dirección  Nacional,  con  sede en la capital  de la República y por las Direcciones Regionales.”

En este mismo  punto,  el artículo  7º,  letra d), de la  Ley Orgánica del Servicio, confiere al Director : “La representación  del Fisco, cuando  fuere necesario,  en la aplicación  y  fiscalización  de los impuestos  a que se refiere el artículo  1º, sin  perjuicio  de la representación que corresponde al Presidente del  Consejo de Defensa del Estado  conforme a la Ley Orgánica de dicho  Servicio”, mientras que la letra e) le permite “representar al Servicio en todos los asuntos,  incluidos los recursos judiciales en que la ley asigne la calidad de parte,  y los recursos extraordinarios que se interpongan  en contra del mismo Servicio  con motivo de actuaciones administrativas o jurisdiccionales”, lo cual reitera el  carácter de Institución con  personalidad jurídica propia.

Por ello,  la Contraloría general de la república,  ha caracterizado al Servicio  como un  Servicio  público “descentralizado”,  dependiente del  Ministerio de Hacienda. Sin  embargo, no  se le concede un patrimonio propio,  otro de los rasgos definitorios de un  servicio público  descentralizado.

APLICACIÓN DE LAS LEYES TRIBUTARIAS

El artículo 6°, del Código Tributario, en su inciso primero, encomienda al Servicio de Impuestos Internos la aplicación y fiscalización administrativa de las disposiciones tributarias, con excepción de cualquiera otra autoridad u organismo administrativo; y en sus incisos y letras siguientes establece atribuciones o facultades para el Director y Directores Regionales.

Las disposiciones tributarias a que alude el artículo en comento son las relativas a materias de tributación fiscal interna, toda vez que los preceptos del Código se aplican en forma exclusiva a tales materias.

Se debe destacar que el inciso primero del artículo 6° del Código Tributario encomienda al Servicio de Impuestos Internos, en su carácter de organismo de la Administración Tributaria, el ejercicio  de las facultades relacionadas con la aplicación y fiscalización de las disposiciones tributarias; puesto que las facultades jurisdiccionales que se le reconocen a este Servicio, en verdad han sido encargadas no  al Servicio  sino  a los Directores Regionales y a los otros tribunales que señala el título I del Libro Tercero.

Se complementa esta disposición con lo consagrado en el artículo primero de la Ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el D.F.L. N° 7,  publicado en el Diario Oficial de 15.10.80. 

La estructura del S.I.I. básicamente es la siguiente:

La autoridad máxima del Servicio es el Director, designado por el Presidente de la República y de su exclusiva confianza. Tiene la autoridad, atribuciones y deberes inherentes a su calidad de Jefe Superior del Servicio. 

La Dirección Nacional está constituida por nueve Subdirecciones, a cargo de los Subdirectores, que actúan como delegados del Director en la evaluación y desarrollo de los programas de trabajo dentro de sus respectivas áreas y lo asesoran en las materias de su especialidad. De acuerdo a la Ley, deben recomendarle las normas y someter a su aprobación las instrucciones que estimen convenientes impartir al Servicio, y programar, dirigir, coordinar y supervigilar el funcionamiento de los Departamentos. 

Las Subdirecciones son las de Normativa, de Fiscalización, de Avaluaciones, Jurídica, de Administración, de Informática, de Estudios, de Recursos Humanos, Contraloría Interna  y Dirección grandes contribuyentes.

Existen 16 Direcciones Regionales a cargo de los Directores Regionales, una en cada  región del País, salvo en Santiago que existen cuatro Direcciones Regionales.

Facultades del Director del Servicio de Impuestos Internos:

El  “ Director “, es el Jefe Superior del Servicio; será nombrado por el presidente de la República, siendo de su exclusiva confianza”  (Art. 6º DFL No 7, de 30.09.80 Ley Orgánica del Servicio) 

1° Interpretar administrativamente las disposiciones tributarias, fijar normas, impartir instrucciones y dictar órdenes para la aplicación y fiscalización de los impuestos.

No sólo se interpretan las normas oscuras o ambiguas, sino también las claras.

El Director en el ejercicio de esta facultad de interpretación de la Ley Tributaria, lo hace  fundamentalmente a través de las “circulares” que son publicaciones periódicas del Servicio donde se explican los contenidos y alcances de las normas tributarias, siendo dicha interpretación obligatoria para los funcionarios del Servicio.  

Las circulares son de conocimiento público y su contenido y alcance interpretativo de la ley tributaria es obligatoria para todos los funcionarios del Servicio,  no así,  para los contribuyentes ni para el poder judicial. Sin embargo, en lo que a la falta de obligatoriedad para los contribuyentes se refiere, debe tenerse presente que si el contribuyente se acoge a las interpretaciones del Director goza de los beneficios del artículo 26 analizado; en cambio, si actúa en forma distinta a los criterios del  Servicio, se expone a una fiscalización y eventuales cobros o denuncias, que podrá reclamar, en primera instancia perderá el pleito porque el Juez Tributario está obligado a seguir las instrucciones e interpretaciones del Director, pero ante los tribunales superiores ordinarios puede obtener un fallo favorable a su planteamiento y contrario al servicio.

Es importante tener presente, según veremos al analizar la facultad de dar respuesta a consultas de los contribuyentes que corresponde a los Directores Regionales, solamente el Director Nacional interpreta, ya que en caso que una respuesta del Director Regional implique interpretar una norma tributaria, si esa interpretación no existe oficialmente, previamente debe pedirse al Director Nacional un pronunciamiento interpretativo.

2° Absolver las consultas que sobre la aplicación e interpretación de las normas tributarias le formulen los funcionarios del Servicio, por conducto regular, o las autoridades.

El artículo 45º de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos obliga al Director a dar respuesta sólo a las consultas que sobre aplicación e interpretación de las leyes tributarias formulen los funcionarios del Servicio y otros Jefe de Servicio o autoridades públicas, pero no las que formulen los contribuyentes.

Las consultas tributarias que formulen las personas naturales o jurídicas deben ser, por regla general, absueltas por los Directores Regionales, con arreglo a lo que dispone este mismo artículo 6°, letra B, N° 1; excepcionalmente el Director dará  respuesta a los interesados en aquellos casos que lo estime pertinente.

3° Autorizar a los Subdirectores, Directores Regionales o a otros funcionarios para resolver determinadas materias o para hacer uso de algunas de sus atribuciones, actuando “por orden del Director”.

En el mismo sentido el artículo 79, letra i), de la Ley orgánica del Servicio, consagra esta facultad, pero en este se agrega que dicha facultad se ejerce "sin otras limitaciones que los que determinen el propio Director".

En la actualidad existen numerosas resoluciones mediante las cuales el Director ha hecho uso de esta facultad.

4° Ordenar la publicación o la notificación por avisos de cualquiera clase de resoluciones o disposiciones.

Las actuaciones que se deben publicar requieren ser de carácter general, esto es, deben afectar a un gran número de contribuyentes y con la finalidad de que éstos adecuen su conducta tributaria a los preceptos o instrucciones contenidos en las resoluciones, oficios o actuaciones publicadas.

Al referirnos a las notificaciones por avisos haremos referencia a las actuaciones del Servicio que deben ser publicadas.

°  Disponer la colocación de afiches y letreros alusivos a impuestos o a cumplimiento tributario, en locales y establecimientos de servicios públicos e industriales y comerciales. Será obligatorio para los contribuyentes su colocación y exhibición en el lugar que prudencialmente determine el Servicio.

Contempla esta disposición una facultad para que el Director imponga a los contribuyentes la obligación de aceptar que en sus locales industriales o comerciales se coloquen afiches, carteles o letreros alusivos a los impuestos o al cumplimiento tributario. La colocación de estos carteles puede hacerse también en los locales o establecimientos de los servicios públicos.

El incumplimiento de esta obligación de permitir la colocación de estos carteles, al no tener señalada una sanción especifica, se castiga conforme a lo dispuesto en el artículo 109 del Código. (Circular 73, de 29.07.74; Circular 88, de 30.08.74).

6° Mantener canje de informaciones con Servicios de Impuestos de otros países para los efectos de determinar la tributación que afecte a determinados contribuyentes. Este intercambio de informaciones deberá solicitarse a través del Ministerio que corresponda y deberá llevarse a cabo sobre la base de reciprocidad, quedando amparado por las normas relativas al secreto de las declaraciones tributarias.

Posibilita este número el canje de informaciones con los Servicios de Impuestos Internos de otros países, con el objeto de obtener los datos y antecedentes necesarios para determinar los impuestos que afectan a determinados contribuyentes. Esta facultad se ejerce en base al principio de reciprocidad, y las informaciones que se obtienen o se dan deben quedar amparadas por las normas relativas al secreto de las declaraciones tributarias. (Circular 23, de 06.02.75).

Facultades de los Directores Regionales.

“ Los Directores Regionales son las autoridades máximas del Servicio dentro de los limites de sus respectivas jurisdicciones territoriales y dependen directamente del Director . ( Art. 18 DFL Nº 7, de 30.09.80 ley Orgánica del Servicio). 

1° Absolver  las consultas sobre la aplicación e interpretación de las normas tributarias.

Al Director del Servicio le corresponde, conforme a lo señalado en el N° 2, de la letra A, evacuar las consultas que sobre la aplicación e interpretación de las leyes tributarias efectúen los funcionarios del propia Servicio o las demás autoridades

Por su parte, a los Directores Regionales les corresponde absolver las consultas que sobre el particular efectúen los contribuyentes o interesados.

Al respecto, el Servicio de Impuestos Internos ha impartido diversas instrucciones sobre la materia, las que en forma actualizada encontramos en la circular n°71 del 11 de octubre del 2001, que imparte: instrucciones al respecto, señalando que, tratándose de consultas de los contribuyentes, se deberá presentar la consulta respectiva, en la Dirección Regional con jurisdicción en el territorio correspondiente a su domicilio o al de su casa matriz.

Con el objeto de armonizar estas normas con las que regulan la facultad del Director Nacional de responder consultas de los funcionarios y autoridades, y de los Directores Regionales de responder a los contribuyentes, pero que solamente el Director Nacional tiene la facultad de interpretar las Leyes Tributarias, se instruyó en la circular que al dar respuesta a la consulta, si existe un criterio definido por la Dirección del Servicio sobre  la materia consultada contenido en Circulares, Oficios Circulares, Dictámenes u otros documentos oficiales, el Director Regional contestará directamente al consultante, indicando en la misma respuesta la fuente de la cual obtuvo el criterio del Servicio.

En cambio, si no existe un criterio definido de la Dirección del Servicio sobre la materia o la naturaleza del problema planteado ofrece dudas sobre la apreciación de los hechos o la aplicación del derecho, el Director Regional  elevará los antecedentes al Director para que se pronuncie al respecto. En este caso, la consulta deberá ser hecha siempre por el Director Regional y contener su opinión fundada, pudiendo ser elaborada con la asistencia del Jefe del Departamento Jurídico Regional o de la Oficina Jurídica Regional, según corresponda.


Si no hay un criterio definido y expreso sobre la materia planteada, el Director contestará al respectivo Director Regional, para que éste dé respuesta al contribuyente que formuló la consulta, haciendo referencia que la respuesta se basa en el Oficio del Director que se citará con su N° y fecha.

Si la materia está resuelta por la Dirección Nacional, se devolverá la consulta a la Dirección Regional correspondiente para que ésta la responda de acuerdo con dichas instrucciones.

Señala además que, en principio, deberán responderse sólo las consultas que se refieran a casos concretos y en los que exista un interés actualmente comprometido del consultante o de su representado. No obstante, deberá tenerse especial cuidado en dar respuesta a las consultas, que sin cumplir con los requisitos anteriores, impliquen satisfacer la necesidad del consultante en orden a tener certeza sobre la tributación que afectará a un determinado proyecto de inversión o a  la realización de un negocio específico.

2°  Solicitar la aplicación de apremios y pedir su renovación, en los casos a que se refiere el Título I del Libro Segundo.

El apremio es una medida coercitiva (no una pena) decretada por la Justicia ordinaria previo apercibimiento, y que consiste en el arresto del contribuyente infractor, hasta por 15 días, a fin de obtener de él, el cumplimiento de las obligaciones tributaria infringidas.

Esta materia se encuentra reglamentada en los artículos 93º al 96º del Código.

3°  Aplicar, rebajar o condonar las sanciones administrativas fijas o variables.

4°  Condonar total o parcialmente los intereses penales por la mora en el pago de los impuestos, en los casos expresamente autorizados por la ley.

Sin embargo, la condonación de intereses o sanciones podrá  ser total, si el Servicio incurriere en error al determinar un impuesto, o cuando, a juicio del Director Regional, dichos intereses o sanciones se hubieren originados por causa no imputable al contribuyente.

La condonación o remisión se le define como la renuncia gratuita que hace el acreedor en favor del deudor del derecho de exigir el pago de su crédito.

El Código Tributario, en el N° 3, de la letra B), del artículo 6°, radica en los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos, primero la facultad de aplicar las sanciones administrativas fijas o variables, y en el artículo 105º del Código, establece que ellas deben serlo de acuerdo con el procedimiento que corresponda del Libro tercero y, en segundo lugar, le confiere la facultad de rebajarlas o condonarlas, facultades estas últimas que se encuentran reglamentadas en el artículo 106º del Código.

En el N° 4 de este artículo y letra, el Código confiere a los Directores Regionales la facultad de condonar, ya sea total o parcialmente, los intereses penales por la mora en el pago de los impuestos, limitándola a los casos expresamente autorizados por la Ley, y la regla general al respecto la encontramos en el artículo 56º del Código.

5° Resolver administrativamente todos los asuntos de carácter tributario que se promuevan, incluso corregir de oficio, en cualquier tiempo, los vicios o errores manifiestos en que se haya incurrido en las liquidaciones o giros de impuestos.

En la facultad a que se refiere este número se puede observar la enorme amplitud de facultades y funciones encomendadas a los Directores Regionales, en cuanto le encomienda el conocimiento y resolución de todos los asuntos de carácter tributario que se sometan a su conocimiento, y que no se encuentren singularmente establecidos o reglamentados en el Código o en otras leyes tributarias.

“La existencia de esta facultad se inspira en el cumplimiento irrestricto del principio de la legalidad, en virtud del cual no deben subsistir los actos de la administración que, por error u otra causa, van más allá del texto legal al que pretenden dar aplicación o vulneran el principio, garantizado constitucionalmente, que asegura a los ciudadanos el sometimiento a procedimientos racionales y justos, al ponerlos en situaciones de indefensión.”

“En este sentido, la autoridad tributaria debe hacer uso de esta facultad cada vez que en el ejercicio de sus altas funciones, conozca de una liquidación o giro viciado o erróneo, y cuyo sostenimiento aparezca reñido con los principios de legalidad, equidad y justicia.”  

En cuanto al sentido y alcance de esta facultad del Director Regional, el Servicio, en circular n°74 del 12 de octubre del 2001, imparte instrucciones relativas a la aplicación de las normas que permiten la corrección administrativa de liquidaciones y/o giros que contienen vicios o errores manifiestos, algunos de los conceptos que en ella se vierten son los siguientes.

En primer lugar, aclara el concepto de “cualquier tiempo” que emplea la norma, señalando que el legislador ha reconocido la primacía del principio de legalidad, por lo que ha dado las mayores facilidades para que el ejercicio de esta facultad pueda realizarse en cualquier tiempo, sin limitación alguna. Por lo anterior, la autoridad administrativa debe corregir los errores o vicios que constate en los giros o liquidaciones en cualquier momento en que se percate del hecho, no pudiendo obviar este deber fundando su omisión en la antigüedad que presente el giro o liquidación.

El ejercicio de esta facultad compete al Director Regional bajo cuya dependencia se encuentre la unidad que hubiere expedido la liquidación o giro viciado o erróneo, el que podrá, tomar las medidas de corrección que estime pertinentes, tanto a petición de parte como en forma oficiosa.

No obstante la amplitud de la norma, la circular señala algunas limitaciones en su ejercicio, las que serían las siguientes:

a) El acto administrativo impugnado debe ser una liquidación o giro de impuestos. Obviamente la expresión comprende los actos que se refieran a reajustes, intereses o multas, costas y otros conceptos que se liquiden o giren por la Institución.

b) El vicio o error que se esgrime como causa del ejercicio de la facultad, debe ser manifiesto, esto es, descubierto, patente, claro, debe constatarse del solo análisis del texto de la liquidación o giro o de su comparación con los documentos que le deben servir de antecedente. Por ejemplo, se considera como patentes los errores o vicios que consistan en:

Citas o referencia a disposiciones legales que sirven de fundamento necesario para la pretensión fiscal, erróneas.

Cálculos aritméticos erróneos.

Aplicación de la Unidad Tributaria Mensual o Anual en forma equivocada.

Aplicación de gravámenes que no corresponden.

Referencia de hechos que no corresponden a la realidad y cuya imputación equivocada se demuestra fácilmente con solo exhibir la documentación correspondiente.

Errores en copias o transcripciones de documentos que fundamenten el acto administrativo. V.gr. liquidaciones en que se rechazan los antecedentes producidos en la etapa de citación, sin darse razones para ello.

Vicios evidentes en la notificación del acto administrativo. Cabe observar, no obstante, que no cabe hacer uso de esta facultad, en este caso, cuando se haya producido el fenómeno de la notificación tácita.

Omisión de trámites previos esenciales. V.gr. emisión de liquidación, sin que se haya intimado legalmente una citación al contribuyente en los casos que éste trámite es obligatorio; emisión de giro sin que la liquidación que sirvió de antecedente haya sido válidamente notificada al contribuyente.

Emisión de liquidaciones en que se omiten los fundamentos necesarios para su acertada inteligencia. V.gr. liquidación emitida en un caso de "justificación de inversiones", en que no se deja constancia de los elementos "naturaleza, cuantía y fecha" del desembolso que se imputa al contribuyente.

Errores en que se haya incurrido, por parte del Servicio, en el acatamiento de las normativas contenidas en la Ley 18.320.

Mención especial se hace de un ejemplo de error o vicio manifiesto que autoriza al Director Regional a actuar, tratándose de aquellos casos en que el “fundamento sea que la liquidación o giro se refiere a períodos que se encuentran indudablemente fuera de los plazos legales de prescripción; ello, por cuanto en estos casos, de conformidad con lo que previene el artículo 59° del Código Tributario, en concordancia con el artículo 200° del mismo cuerpo legal, el aparato fiscalizador habrá actuado excediendo sus facultades legales; y, el Director Regional, se limita a constatar el hecho y hacer explícita la sanción de nulidad del acto, conforme dispone el artículo 7° de la Constitución Política de la República”.

Lo anterior cobra significativa importancia en cuanto constituye un reconocimiento de que los plazos del artículo 200 serían de caducidad y no de prescripción, tesis discutible y que el Servicio no había aceptado hasta ahora, lo que conduce a la posibilidad de que en la etapa administrativa y no ante el Juez, se pueda declarar de oficio la prescripción. Volveremos sobre el punto en la unidad dedicada a la prescripción.

c) No debe existir controversia sobre la existencia del error. Lo anterior, toda vez que desde el momento en que se plantea un desacuerdo entre el Servicio y el contribuyente acerca de la existencia del vicio o error, se excluye la posibilidad que éste pueda ser calificado como manifiesto. En estos casos, la situación que se verifique, si procediere de acuerdo a la ley, deberá ser resuelta por la vía del procedimiento de reclamaciones.

d) No debe haber habido un pronunciamiento jurisdiccional previo respecto del contenido de las liquidaciones o giros que se califican como viciosos o erróneos, en el que se haya establecido que tales actos son legítimos y/o exentos de vicios. Sí el fallo jurisdiccional no se ha pronunciado expresamente sobre el error o vicio como ocurre, por ejemplo, cuando el reclamo ha sido desechado por extemporáneo o por otro defecto formal por el Tribunal, o éste ha conocido de alegaciones o defensas que no tienen relación con el error o vicio que se postula en este procedimiento, la autoridad administrativa puede pronunciarse  sobre la existencia de uno u otro y obrar en consecuencia.

Por otra parte, debe considerarse que la limitación sólo se produce desde el momento en que el pronunciamiento jurisdiccional se encuentra "a firme" o ejecutoriado. En este sentido,  si la autoridad administrativa toma conocimiento, de oficio o a petición de parte,  de un  vicio o error manifiesto,  que incide en un giro o liquidación que se encuentra reclamada ante Tribunal competente podrá avocarse a su corrección haciendo uso de la facultad que aquí se comenta, pero deberá cuidar que el vicio o error no haya sido considerado como fundamento del reclamo. Si el vicio o error detectado hubiere sido alegado por el reclamante como fundamento de su acción jurisdiccional, la autoridad administrativa deberá abstenerse de efectuar cualquier corrección, salvo que previamente el contribuyente se desista de la reclamación mientras ésta se encuentra sometida al conocimiento del tribunal de primera instancia. 

Ahora bien,  si la autoridad administrativa,  en el ejercicio de esta facultad decide la anulación del acto administrativo (giro o liquidación), deberá informar del hecho al Tribunal  a efecto que éste pueda tomar las medidas pertinentes. Del mismo modo, si adopta una medida de corrección que no implique la anulación del acto administrativo, también deberá  informarlo al tribunal. 

Se advierte que según estas instrucciones, el existir causa pendiente ante el Tribunal Tributario no es obstáculo para que el Director Regional entre a conocer del asunto y eventualmente anular el acto reclamado, liquidación o giro, lo antes no se admitía y que parece no tener mucha importancia si se considera que es el mismo Director Regional el que ejerce estas facultades, corrección de vicios o errores y jurisdiccional; sin embargo, cobra significación si se considera que la facultad jurisdiccional fue entregada por delegación a los Jefes de Departamento Jurídico, hoy departamento Tribunal Tributario y que, ante la eventualidad de que los Tribunales Tributarios se independicen del Servicio, éste órgano decea retener para si el conocimiento de las materias que hoy en día conoce, pero en una instancia administrativa previa a la judicial. 

e) El giro no debe haber sido pagado por el contribuyente. Lo anterior, toda vez que sí de la existencia de errores o vicios en el acto administrativo, se derivaren devoluciones de sumas ingresadas en arcas fiscales por haber sido enteradas en forma indebida o en exceso a título de impuestos, reajustes, intereses o multas, la solicitud respectiva deberá ajustarse a lo dispuesto en el artículo 126º del Código, y no se rige por lo establecido en la norma que nos ocupa.

Finalmente, señala la circular, en el ejercicio de esta facultad, la autoridad tributaria podrá adoptar todas las medidas que sean conducentes a la corrección de los vicios o errores que se hayan verificado en los actos administrativos; donde las más importantes serán:  La anulación, total o parcial,  de la liquidación o giro viciado y la notificación válida de la liquidación o giro en su caso.

Respecto de esta materia, es necesario aclarar que la revisión de la actuación fiscalizadora (RAF) constituye una aplicación de estas mismas normas, pero tiene una reglamentación especial en la Circular 05 de 2002, que regula dicho procedimiento y que veremos en su oportunidad.

De igual modo,  las órdenes de devolución de pagos indebidos o en exceso, dispuestas ante solicitudes administrativas por la vía del artículo 126 del Código, tienen su fundamento en la facultad del Nº 5 en estudio, lo que también analizaremos más adelante y que se encuentra reglamentado por el servicio en circular 72 de 2001.

6°  Resolver las reclamaciones que presentan los contribuyentes, de conformidad a las normas del Libro Tercero.

Aquí se encuentra establecida la facultad de los Directores Regionales de actuar como tribunales unipersonales dentro del territorio de su jurisdicción. En estos casos, el Director Regional no ejerce funciones simplemente administrativas, sino que asume la calidad de juez.

Al respecto cabe hacer presente que, en la actualidad esta facultad se encuentra delegada en el Jefe del Departamento Tribunal Tributario ( Juez Tributario).

Este precepto debe concordarse con la letra b), del  artículo 19º, de la Ley Orgánica del Servicio.

Cabe destacar que los Directores Regionales deben ejercer las facultades que les otorga este numero de acuerdo con las instrucciones del Director. En el mismo sentido, el inciso final del artículo 6° del Código Tributario, que dispone con un sentido más amplio que los Directores Regionales en el ejercicio de sus funciones deben ajustarse a las normas e instrucciones impartidas por el Director.

7° Autorizar a otros funcionarios para resolver determinadas materias, aún las de su exclusiva competencia, o para hacer uso de las facultades que le confiere el Estatuto Orgánico del Servicio, actuando "por orden del Director Regional”, y encargarles, de acuerdo con las leyes y reglamento, el cumplimiento de otras funciones u obligaciones.

En términos semejantes lo  reitera  el artículo 20 de la Ley orgánica del Servicio.

Es necesario relacionar ésta norma, además, con lo dispuesto con lo dispuesto en el artículo 116º del Código, en materia jurisdiccional, importante sustento legal de las delegaciones que permitieron crear los Tribunales Tributarios como existen hoy en día.

Estas normas también deben concordarse con lo dispuesto en el N° 8, del artículo 165º del Código que faculta a los Directores Regionales para que de acuerdo con las instrucciones que al respecto imparta el Director, delegue la facultad para conocer algunas denuncias por infracciones tributarias en los funcionarios de su jurisdicción; como ocurre con los Tribunales Tributarios y especialmente en el sistema simplificado de aplicación de sanciones y otorgamiento de condonaciones, en que, según veremos, al infractor se le ofrece una importante condonación de parte de la sanción si se allana a pagar la multa rebajada; en estos casos las sentencias son dictadas por los Jefes de Oficina Jurídica o por los Jefes de Unidad en su caso y sin forma de juicio, actuando en virtud de delegaciones de los Directores Regionales.

Los Directores Regionales requieren autorización expresa para delegar sus facultades.

Los Directores Regionales al delegar  funciones deben emitir resoluciones delegatorias.

8° Ordenar a petición de los contribuyentes que se imputen al pago de sus impuestos o contribuciones de cualquiera especie las cantidades que les deban ser devueltas por pagos en exceso de lo adeudado o no debido por ellos.  La resolución que se dicte se remitirá a la Contraloría General de la República para su toma de razón.

Esta facultad está íntimamente relacionada con lo dispuesto en el artículo 51º, que se refiere también a las imputaciones.

Debe tenerse presente que los Directores Regionales sólo están autorizados para efectuar estas imputaciones cuando haya cantidades que deban ser devueltas al contribuyente, ya sea en virtud de una resolución ejecutoriada recaída en un reclamo del contribuyente o como consecuencia de las peticiones de carácter administrativo presentadas por los contribuyentes con arreglo a lo establecido en el artículo 126º.

Las resoluciones que se dicten en uso de estas facultades deben ser sometidas al trámite de toma de razón en la Contraloría General de la República. (Circular 95, año 1976, de SII). 

Conviene dejar establecido que en ningún caso los contribuyentes pueden efectuar compensaciones directas, en el sentido de deducir las sumas pagadas en exceso de los impuestos que les corresponda pagar posteriormente.

9°  Disponer en las resoluciones que se dicten en conformidad a lo dispuesto en los números 5° y 6° de la presente letra, la devolución y pago de las sumas solucionadas indebidamente o en exceso a título de impuestos, reajustes intereses, sanciones o costas. Estas resoluciones se remitirán a la Contraloría General de la República para su toma de razón.

En este caso no se trata de imputación al pago de impuestos de lo enterado en exceso, sino de la devolución de esta cantidad al contribuyente. Se hace notar, además, que no sólo procede la devolución de los impuestos propiamente tales, sino también de los reajustes, intereses, sanciones pecuniarias y costas

Las resoluciones que disponen la devolución y pago se remitirán a la Contraloría General para su toma de razón.

En relación con este N° 9 debe tenerse presente el artículo 57º del Código Tributario.

10 Ordenar la publicación o la notificación por avisos de cualquier clase de resoluciones o disposiciones de orden general o particular.

Esta facultad que se confiere a los Directores Regionales, está en consonancia con diversas disposiciones del Código Tributario, que ordena la publicación, como medio de informar a los contribuyentes, o bien, como manera de practicar algunas notificaciones de carácter procesal.

Así es como debe relacionarse básicamente con el artículo 15º del Código que establece: "Las notificaciones por avisos, relativas a actuaciones de carácter general que deban publicarse, se insertarán por una vez en el Diario oficial, pudiendo disponer el Director, Subdirectores o Directores Regionales su publicación en extracto".

La facultad en análisis comprende la publicación por aviso en el Diario oficial de dos tipos de actuaciones del Servicio:

a) Notificaciones por aviso en el diario oficial a contribuyentes individuales  (uno o varios). 

b) Publicaciones por avisos de cualquiera clase de resoluciones de orden general o especial.

Otras facultades

El artículo 6 agrega que, sin perjuicio de estas facultades, el Director y los Directores Regionales tendrán también las que les confieren el presente Código, el Estatuto orgánico del Servicio y las leyes vigentes.

Organo jerarquizado

Los Directores Regionales, en el ejercicio de sus funciones, deberán ajustarse a las normas e instrucciones impartidas por el Director.

Esta obligación de los Directores Regionales de ceñirse a las normas e instrucciones impartidas por el Director, según el Servicio, tiene por objeto uniformar criterios entre las Direcciones Regionales y evitar que las distintas unidades de un mismo Servicio puedan adoptar resoluciones contradictorias. Pero la verdad es que solamente consagra el carácter jerarquizado que tiene este servicio público, en que los criterios e instrucciones provienen del Director en su calidad de máxima autoridad institucional y responsable de las políticas  de fiscalización; restando toda autonomía interpretativa y de gestión a los Directores Regionales, los que solamente son los ejecutores regionales de las políticas del Director nacional; salvo en lo que se refiere a las facultades jurisdiccionales, las que son encargadas al Director Regional por la Ley, por ello que en esta materia no debiera existir la obligación de actuar conforme a las instrucciones del Director, lo que constituye la médula del proyecto de tribunales tributarios independientes.

El Director Regional debe obrar siempre, tanto en sus actuaciones impartidas por el Director, aún en las materias que el Código entrega "a su juicio exclusivo". a falta de instrucciones o si ellas no son claras, debe el Director Regional requerir el pronunciamiento del Director.
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